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PARTICIPACIÓN DE 

HERENCIA 

Panel integrado por su presidente, el Juez Figueroa Cabán, el Juez 

Rivera Colón y la Juez Nieves Figueroa.   
 
Nieves Figueroa, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 15 de enero de 2016. 

 Comparecen ante nosotros, mediante recurso de certiorari, 

las señoras  Carmen y Maribel Rosado Collazo (en adelante 

“peticionarias”).  Cuestionan la corrección de una Resolución 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San 

Sebastián (en adelante “TPI”), mediante la cual el Tribunal 

concluyó que, dadas las circunstancias que rodearon cierto 

acuerdo entre los abogados de las partes, “no se configuraron los 

elementos de una transacción judicial que ponga fin a las 

controversias del caso de marras.”  Además, el TPI “orden[ó] a los 

abogados informar en 10 días si se concretó o no la aludida oferta.” 

Examinado el recurso presentado, así como el derecho 

aplicable, acordamos expedir el auto de certiorari y revocar la 

Resolución recurrida. 

I. 

La señora Justina Collazo Quintana, parte recurrida en este 

recurso, es la viuda del señor José Abilio Rosado.  Durante su 

matrimonio, don José y doña Justina procrearon dos hijas de 
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nombre Carmen y Maribel.  Estas dos últimas constituyen la parte 

demandante ante el TPI y la parte peticionaria ante este Tribunal. 

En su petición de certiorari, entre otras cosas, las señoras 

Carmen y Maribel Rosado Collazo imputan a su madre haber 

acudido al banco para retirar $50,000.00, mientras don José se 

encontraba gravemente enfermo, con el objetivo de depositar ese 

dinero en una cuenta propia.  Según las hermanas, antes de la 

mencionada transacción ya la señora Collazo Quintana había 

retirado otros $20,000.00 con el propósito de comprar un vehículo.  

También explican que otro hijo de la señora Collazo Quintana, 

fruto de una relación anterior de ésta, al día siguiente de fallecer 

don José se apropió de un vehículo de la sucesión y lo entregó a la 

financiadora sin autorización de las hermanas. Asimismo, las 

peticionarias le imputan a la señora Collazo Quintana exhibir 

durante este pleito de partición de herencia una conducta dilatoria 

y obstruccionista a través de reiteradas excusas relacionadas a su 

estado de salud que nunca han sido acreditadas a carta cabal. 

En lo que respecta a este recurso, las hermanas plantean 

que el 4 de noviembre de 2015 el licenciado Crespo, abogado de la 

señora Collazo Quintana, se comunicó por teléfono con la 

representación legal de éstas y les ofreció una transacción.  La 

transacción consistía en ceder a las hermanas el título de una 

residencia y $30,000.00 en efectivo.  Según las peticionarias, el 

licenciado Jorge Hernández López envió un correo electrónico ese 

mismo día a las 3:43 P.M. en el que informó que éstas estaban en 

disposición de aceptar la oferta de transacción que el licenciado 

Crespo había formalizado a través del teléfono. 

El 6 de noviembre de 2015, fecha en la cual estaba pautada 

la vista en su fondo del caso, las hermanas le indicaron al Tribunal 

que por causa de la transacción alcanzada no era necesario 

celebrar juicio.  Según la Resolución recurrida, “[l]a oferta fue 
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discutida con las demandantes quienes aceptaron, y dicha 

aceptación se notificó al representante legal de la demandada el 5 

de noviembre de 2015, vía correo electrónico. Sin embargo, el 

representante legal de la demandada hizo constar que su cliente 

había reconsiderado su oferta inicial y ya no estaba de acuerdo, 

por lo que no existía tal transacción.”1 

Trabada así la controversia, el TPI ordenó la celebración de 

una vista evidenciaría en la que, según el propio Tribunal, la 

señora Justina Collazo Quintana declaró bajo juramento que había 

estado en la oficina de su abogado el 4 de noviembre y allí 

entonces le comunicó a éste su deseo de realizar una oferta de 

transacción que consistiría en la sesión de la residencia y el pago 

de $30,000.00 en efectivo. Que luego, “[s]e fue a su casa y 

reflexionó sobre lo dialogado con su abogado y pensó que lo 

ofrecido era mucho dinero, pues ella tenía que pensar en su salud, 

la necesidad de tratamiento, medicinas y demás; y llamó a su 

abogado para notificarle que en vez de $30,000.00, ofrecía 

$14,000, el título de la residencia y un „jeep‟.” 

El TPI destaca que “la demandada tiene sobre 80 años de 

edad y fue recientemente operada. Surge del expediente que la 

vista del juicio en su fondo tuvo pautada para el pasado 05 de 

octubre de 2015, la cual fue suspendida toda vez que la 

demandada había sido sometida a un procedimiento quirúrgico. 

Surge del testimonio de la demandada en sala que, al realizar la 

oferta, se encontraba cansada, agobiada con el caso, mal de salud 

y bajo el efecto de medicamentos.”  Así, el TPI concluyó que 

“[a]quilatado el testimonio de la demandada y las circunstancias 

que rodearon la alegada transacción, se resuelve que no se 

configuraron los elementos de una transacción judicial que ponga 

                                                 
1 La Resolución se refiere al 5 de noviembre de 2015 como la fecha en la que las 

demandantes aceptaron la oferta.  Sin embargo, al examinar la copia del correo 

electrónico, se desprende del mismo que fue enviado el 4 de noviembre de 2015. 
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fin a la controversia del caso de marras.   Se determina que el 

consentimiento prestado estuvo afectado por factores de 

cansancio, estresores del caso y la vista de juicio cercano, y por 

supuesto, su edad y condición de salud. Por otro lado, no quedó 

claro si la demandada advino en conocimiento o no de la 

aceptación de la oferta antes de cambiar la misma. En adición, de 

ordinario, la transacción que pone fin al litigio en un Tribunal se 

hace constar por escrito con la firma de abogados y partes; en su 

defecto, se puede hacer constar en vista oral, bajo juramento por 

las partes.”  Luego, y a pesar de haber concluido lo anterior, el TPI 

ordenó a los abogados a “informar en 10 días si se concretó o no la 

aludida oferta. En la negativa, deberán presentar informe de 

conferencia con antelación a juicio dentro de los próximos 30 

días.” Así, señaló juicio en su fondo para el 19 de enero de 2016. 

Ante la cercanía del juicio calendarizado, las hermanas 

acuden ante nosotros mediante el recurso de certiorari de epígrafe, 

acompañado de una Moción Urgente en Auxilio de Jurisdicción.  Las 

hermanas Rosado Collazo plantean que el TPI erró al “tomar 

conocimiento de cuestiones periciales médicas, sin tener ante sí 

dicha prueba o algún documento justificativo de tal conocimiento y 

determinación.”  También, alegan que el TPI se equivocó al 

adjudicar la edad de la parte recurrida sin contar con un 

certificado del Registro Demográfico y sin saber “de qué fue 

operada la demandada”.  Las peticionarias alegan que el 

“certificado médico que pidió el médico internista de San 

Sebastián, fue a pedidos del hijo mayor de la demandada, ex 

policía, sin tener el más mínimo conocimiento de la situación […]”.  

Además, argumentan que erró el TPI al “sostener que la Sra. 

Collazo Quintana, tenía que tener conocimiento de la aceptación 

que hizo el Lcdo. Jorge A. Hernández López y por no haberle 

notificado su abogado, ella podía cambiar su oferta.” 
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Finalmente, las peticionarias plantean que: “[e]rró el [TPI], al 

tergiversar en su Resolución, el contrato de transacción, el 

concepto de estipulación, las ofertas y cómo se llevan a cabo 

dichas ofertas, cuándo tienen virtualidad jurídica y obligan a las 

partes que la hace [sic], y que entonces, se va al Tribunal y lo 

único que hace el Tribunal es aprobar la transacción que se le 

somete por escrito entonces, al Juez. Las preguntas que le puede 

hacer aquí el Tribunal sobre la voluntariedad de la aceptación de la 

oferta que hizo la parte demandada y una vez se cerciorare que la 

parte demandante acepta porque la oferta aquí la hizo la parte 

demandada, la Sra. Justina Collazo Quintana; ordenado a su 

abogado hacerla y fue aceptada por la parte demandante y sus 

abogados y es válida y podría estar sujeta entonces, a daños y 

perjuicios, angustias mentales.” 

II. 

A. El Recurso de Certiorari 

Las decisiones interlocutorias, distinto a las sentencias, son 

revisables ante el Tribunal de Apelaciones mediante recurso de 

certiorari.  El recurso de certiorari es el vehículo procesal 

extraordinario utilizado para que un tribunal de mayor jerarquía 

pueda corregir un error de derecho cometido por un tribunal de 

menor jerarquía. Pueblo v. Díaz de León, 176 D.P.R. 913 

(2009).  El Tribunal de Apelaciones tiene la facultad para expedir el 

auto de certiorari de manera discrecional, por tratarse de ordinario 

de asuntos interlocutorios. 

Con el fin de que podamos ejercer de forma sabia y prudente 

nuestra facultad discrecional de entender o no en los méritos de 

los asuntos que nos son planteados mediante el recurso de 

certiorari, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 40, señala los criterios que para ello 
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debemos considerar. García v. Padró, 165 D.P.R. 324 

(2005).  Éstos son: 

A.  Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 

B.  Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 

C.  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error 

craso y manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 

D.  Si el asunto planteado exige consideración 
más detenida a la luz de los autos originales, los 
cuales deberán ser elevados, o de alegatos más 

elaborados. 
E.  Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para su 
consideración. 

F.  Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa no causa un fraccionamiento indebido 
del pleito y una dilación indeseable en la solución final 
del litigio. 

G.  Si la expedición del auto o de la orden de 
mostrar causa evita un fracaso de la justicia. 4 

L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 40. 
 

Un certiorari sólo habrá de expedirse si al menos uno de 

estos criterios aconsejan la revisión del dictamen recurrido.  En 

otras palabras, el ordenamiento impone que ejerzamos nuestra 

discreción y evaluemos si, a la luz de alguno de los criterios 

contenidos en la misma, se requiere nuestra intervención.  De no 

ser así, procede que nos abstengamos de expedir el auto solicitado, 

de manera que se continúen los procedimientos del caso sin mayor 

dilación en el Foro de Instancia. 

III. 

Antes de abordar propiamente los señalamientos de error 

formulados por las peticionarias es menester hacer ciertas 

aclaraciones.  Está claramente establecido en nuestro derecho 

contractual que, salvo aquellos contratos solemnes, los contratos 

verbales son tan válidos como los escritos. Véase, Artículo 1230 del 

Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 34512; Colón Colón v. Mun. de 

                                                 
2 El Artículo 1230 del Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 3451, establece que “[l]os 

contratos serán obligatorios, cualquiera que sea la forma en que se hayan 
celebrado, siempre que en ellos concurran las condiciones esenciales para su 

validez”. (Énfasis suplido.) 
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Arecibo, 170 D.P.R. 718, 730 (2007).  También debe quedar claro 

que, salvo en casos que involucren menores, cuestiones de interés 

público o incapaces, una vez las partes han alcanzado un acuerdo 

transaccional no corresponde al Tribunal arrogarse la facultad de 

aceptar o no el acuerdo.  Adviértase que en nuestra jurisdicción 

impera el concepto de la autonomía de la voluntad en virtud del 

cual las partes pueden contratar todo aquello que entiendan 

pertinente siempre y cuando lo contratado no vaya en contra de la 

moral, la ley o el orden público. Véase, Artículo 1207 del Código 

Civil de Puerto Rico, 31 L.P.R.A. sec. 3372.  Hechas las 

aclaraciones anteriores, atendemos los planteamientos formulados 

por las peticionarias. 

En síntesis, lo que las peticionarias plantean es que el TPI se 

equivocó al concluir que la señora Collazo Quintana hizo una 

oferta de transacción afectada por el cansancio, su edad, su estado 

de salud y la ingesta de ciertos medicamentos.  Ello, toda vez que 

entienden que el TPI alcanzó dicha conclusión sin que se 

presentara evidencia de la calidad necesaria para sostenerla.  

Concretamente, las peticionarias aducen que hacía falta prueba 

pericial y documental para sostener esa conclusión.  No 

necesariamente es así.  Una persona puede declarar, aun sin ser 

perito, sobre qué medicamento ingirió y cómo éste le hizo sentir.  

Ahora bien, lo cierto es que, estudiada la Resolución recurrida, la 

expresión formulada a los efectos de que la señora Collazo 

Quintana estaba “bajo el efecto de medicamentos” es claramente 

insuficiente para dejar sin efecto una transacción por ser 

demasiado general y descarnada.  Quien ingiere un analgésico está 

“bajo el efecto de medicamentos”, pero no todos los medicamentos 

afectan las funciones cognitivas o conductuales de las personas.  

Así, es menester preguntarse qué medicamentos ingirió la señora 

Collazo Quintana, en qué dosis y qué efectos tienen en las 
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personas, concretamente, en la señora Justina.  Esa información, 

medular al asunto que nos ocupa, no está presente en la 

Resolución recurrida.   

De otra parte, llama la atención que el TPI concluya que la 

oferta formulada no fue válida porque, además de estar “bajo el 

efecto de los medicamentos”, la señora Collazo Quintana tiene 80 

años, estaba cansada y  estresada por el caso.  La capacidad de 

obrar se presume siempre.  La avanzada edad no tiene el efecto de 

incapacitar.  El cansancio y el estrés tampoco son vicios del 

consentimiento reconocidos por el Código Civil.  Los rigores del 

proceso judicial y el carácter incierto de su resultado siempre 

tienen el efecto de producir algún grado de estrés.  La Resolución 

recurrida tampoco especifica cuál es el vicio del consentimiento 

que maculó la oferta que la señora Collazo Quintana formuló, 

luego de haber acudido, voluntariamente y por su propio pie, a la 

oficina de su abogado.  Como cuestión de hecho, la Resolución 

impugnada no cita un solo caso, ni un solo estatuto.  En esas 

condiciones, no podemos conocer cuál es el vicio cuya existencia 

venimos llamados a evaluar. 

Las peticionarias también señalan que el TPI dio excesivo 

peso a que la señora Collazo Quintana había sido “recientemente 

operada”.  Obra en el expediente copia de un certificado médico 

que se unió a los autos a través de una Resolución notificada el 20 

de octubre de 2015.  Las peticionarias impugnan dicho certificado 

alegando que el mismo fue suscrito por un médico que no tenía 

conocimiento personal de lo que certificó.  No estamos en 

condición de pasar juicio sobre esa alegación.  Ahora bien, ni la 

Resolución, ni el resto de los documentos que obran en el apéndice 

del recurso hacen referencia a ningún proceso o testimonio 

destinado a identificar, autenticar o solicitar la admisión del 

documento en evidencia.  Por lo tanto, parecería que el mismo fue 
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admitido a los autos sin pasar por los rigores que impone el 

derecho evidenciario. 

En cualquier caso, el certificado médico contradice las 

conclusiones formuladas por el TPI.  Ese documento no puede ser 

evidencia de cómo el procedimiento quirúrgico afectó a la señora 

Collazo Quintana.  Por el contrario, el documento tiende a hacer 

más probable la capacidad que debe presumirse.  Explicamos.  

Quien haya firmado el documento indica que la señora Collazo 

Quintana estuvo recluida en un hospital en el periodo 

comprendido entre el 21 de septiembre de 2015 y el día 27 del 

mismo mes.  El mismo documento, sin embargo, certifica que la 

señora Collazo Quintana estaría apta para retornar al trabajo el 25 

de octubre de 2015.  Ese último dato es fundamental porque de la 

Resolución se desprende que la señora Collazo Quintana acudió a 

la oficina de su abogado para ordenarle hacer la oferta de 

transacción el día 4 de noviembre de 2015.  Siendo así, el 

documento solamente serviría para probar la capacidad de la 

señora Collazo Quintana el día que hizo la oferta.  En esas 

condiciones, hemos de revocar la parte de la Resolución que 

concluye que la señora Collazo Quintana estaba inhábil para 

formular la oferta de transacción y ha de prevalecer la presunción 

de capacidad que asiste a todo ciudadano, incluida la señora 

Justina. 

De otra parte, cierto es que, tal y como apunta el TPI, “de 

ordinario, la transacción que pone fin a un litigio en un Tribunal se 

hace constar por escrito con la firma de abogados y partes; en su 

defecto, se puede hacer constar en vista oral, bajo juramento por la 

partes.”  También es verdad que, cuando así lo requiera una parte, 

que tendrá el peso de la prueba, “el Tribunal debe asegurarse que 

el consentimiento prestado está libre de intimidación y/coacción, 

que las partes comprenden el alcance del acuerdo y que es libre y 
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voluntario.”  Sin embargo, también cabe aclarar que en esta 

jurisdicción impera el principio de la autonomía de la voluntad, al 

amparo del cual las partes tienen libertad para contratar lo que 

tengan a bien, sin que necesiten para ello la aprobación de la 

Corte.  La excepción son los casos que involucren incapaces, 

menores, asuntos en los que sea menester proteger el interés 

público o en aquellos en los que se alegue que lo contratado 

contraviene la ley, la moral o el orden público.  En caso de 

personas capaces, se suele informar al Tribunal lo acordado por la 

conveniencia de mantener un récord claro, pero no porque sea 

necesaria las aprobación del Tribunal.   

La Resolución también es contradictoria.  Nótese, que el 

Tribunal concluye categóricamente que no hubo transacción 

porque, al momento de hacer la oferta, dona Justina estaba 

cansada, estresada y bajo el efecto “de medicamentos”.  Sin 

embargo, acto seguido, ordena a los abogados informar si la 

transacción se concretó o no.  De otra parte, la postura asumida 

por la demandada dificulta la posibilidad de una transacción 

futura sin que la parte demandante tenga la preocupación de que 

esta sea luego impugnada so pretexto de cansancio o el estrés.   

Resta atender aquella parte de la Resolución en la que el TPI 

indica que no quedó claro, durante la vista evidenciaria, “si la 

demandada advino en conocimiento o no de la aceptación de la 

oferta antes de cambiar la misma.”  Resulta impertinente si la 

señora Collazo Quintana conoció o no de la aceptación de la oferta 

“antes de cambiarla”.  Basta con que la aceptación se haya 

informado a su abogado.  Lo contrario produciría la anomalía de 

concluir que la oferta a través del abogado tiene validez, mas la 

aceptación recibida por éste no surte efecto hasta que la parte 

tiene conocimiento.  En un procedimiento de este tipo, el abogado 

obra como agente de la parte.  Si la señora Collazo Quintana no 
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retiró la oferta original antes de que su abogado recibiera el correo 

electrónico aceptándola, el contrato transaccional quedó 

perfeccionado.   

Por los fundamentos que anteceden, se expide el auto 

solicitado y se revoca la Resolución recurrida.  Se devuelve el caso 

al TPI para que celebre una vista que se limite a determinar si en 

algún momento la representación legal de la señora Collazo 

Quintana informó al abogado de las peticionarias que la oferta 

original ya no estaba vigente antes de que se enviara el correo 

electrónico aceptándola.  Nótese, que según la Resolución, la 

señora Collazo Quintana “se fue a su casa y reflexionó sobre lo 

dialogado con su abogado y pensó que lo ofrecido era mucho 

dinero, pues ella tenía que pensar en su salud, la necesidad de 

tratamientos, medicinas y demás [sic]; y llamó a su abogado para 

notificarle que en vez de $30,000.00, ofrecía $14,000.00, el título 

de la residencia y un „jeep‟.”  Sin embargo, está ausente cualquier 

signo de que la llamada de la señora Collazo Quintana a su 

abogado haya producido una comunicación al abogado de las 

peticionarias.3  Si dicha comunicación se produjo, entonces es 

menester determinar si el correo electrónico enviado por la 

representación legal de las peticionarias se envió antes de que se 

recibiera esa comunicación.4 

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se expide el auto de 

certiorari y se revoca la Resolución recurrida.  Se devuelve el caso al 

TPI para la continuación de los procedimientos conforme a lo aquí 

resuelto. 

                                                 
3 Además, habría que cuestionar porqué la representación legal de las 

demandantes habría enviado un correo electrónico aceptando la oferta cuando 

se había retirado la misma.   
4 Aclaramos, además, que si bien la parte oferente puede retirar o variar la 

oferta original antes de que ésta sea aceptada, ello no necesariamente le exime 
de responsabilidad.  Véase, Prods. Tommy Muñiz v. COPAN, 113 D.P.R. 517, 

526 (1982). 
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Notifíquese inmediatamente por fax, teléfono y correo 

electrónico.  Luego, por la vía ordinaria. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

  

Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


